EL ESTADO MANIATADO
“Un efecto más de lo sucedido será la presión de la sociedad para que se realice de una vez por todas la posible negociación con las Farc o, de lo contrario, que el Gobierno asuma la responsabilidad de un cautiverio más prolongando” esto es lo que afirma Lázaro Vivero, ex asesor de la Oficina del Alto Comisionado de Paz en el diario El Tiempo (19/01/07) acerca de las consecuencias negativas de la liberación del ex ministro Araújo. No es una voz aislada, es una más entre las de muchos formadores de opinión que han valorado el acontecimiento como un hecho negativo o por lo menos con consecuencias negativas y que remiten la responsabilidad por la vida de los secuestrados o por la prolongación de su cautiverio en cabeza del gobierno y del estado. Daniel Samper llegó al extremo de ridiculizar la situación al otorgarle todos los créditos de la liberación “al general Chiripa” y a la vez advertía contra el triunfalismo del estado al plantear que “El entusiasmo por el regreso de Fernando Araújo no debe llevar a políticas equivocadas de rescate armado” (E.T. 09/01/07). Lo que se puede deducir de estos y otros comentarios de personas que gozan de tribunas especiales en la gran prensa es que el estado ha abandonado el camino del mal llamado “intercambio humanitario” (no es aceptable ponerle este calificativo tan generoso a una acción deleznable desde cualquier punto de vista como lo es poner la libertad y la vida de personas en calidad de carnada o mercancía, para el logro de fines militares, como lo pretende las FARC), cosa que no es cierta ya que este ha declarado su intención de realizarlo pero bajo condiciones que no lesionen su dignidad. En segundo término, la creciente vocería en contra de cualquier rescate militar, o por la fuerza, como gustan decir algunos para ilegitimar mucho más esta alternativa, conduce al menos a dos graves conclusiones: de un lado, a responsabilizar al estado, a los gobernantes y a la fuerza pública por los eventuales resultados mortales de tales acciones, en vez de mantener el orden de esa responsabilidad que no puede sino estar en manos de los captores. Y en segundo lugar, a que el estado declare su negativa al rescate armado de los secuestrado, lo cual significa otorgarle, de antemano, tranquilidad, ventaja y seguridad a los secuestradores, ya que sabrán que las fuerzas del estado, por la presión de la opinión pública o al menos de los familiares y de los críticos del gobierno, que no procederán al rescate militar. Así, el secuestro se convertiría, no como lo es ya, un delito atroz, sino en el delito más fácil de cometer. De hecho, tendríamos un estado minusválido frente al secuestro por temor a que los secuestradores maten a sus víctimas. 
No se puede olvidar que el profundo debilitamiento vivido por el estado colombiano en años pasados fue una de los factores que catapultó el auge del paramilitarismo y de la justicia privada entre otros males. Y que la débil respuesta de su fuerza pública a los embates de las guerrillas produjo una gran desazón y desconfianza de la ciudadanía frente al estado. Si el Gobierno declara de antemano su rechazo a la opción del rescate militar de los secuestrados, no sólo faltará a sus obligaciones constitucionales, no sólo le estará dando una ventaja a los grupos armados ilegales, sino que estará dando un mensaje de la más pésima presentación al mundo: en Colombia se puede secuestrar con todas las garantías de inacción de las fuerzas de seguridad. Más aún, se le estará dando la razón a aquellos que consideran que toda reacción militar o policial del estado es puro militarismo, a los que le niegan al estado el deber y el derecho de responder a quienes lo pretenden destruir por la vía de las armas y del terror y por ese camino, entonces, no se podría reaccionar cuando se presente una toma violenta de un municipio pues el estado y no los atacantes, serían responsables de la vida e integridad de sus habitantes.
Los enemigos de que el estado apele a la fuerza legítima de las armas serán los suficientemente conscientes de las implicaciones paralizantes que tienen sus propuestas? ¿Habrán reflexionado cómo procederían ellos en caso de llegar a ser gobernantes? ¿Piensan que los secuestradores son humanitarios cuando fuerzan intercambios poniendo de por medio la vida e integridad de las personas? 
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